El siguiente es el presente documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A. Vs Cooperativa de Trabajo Asociado Alianza Empresarial.  Rad. 66001-31-05-003-2011-00393-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
Providencia:


Auto de 30 de noviembre de 2018

Radicación Nro.:

660 01-31-05-003-2011-00393-01

Proceso:


Ejecutivo Laboral
Demandante:


Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A.
Demandado:


Cooperativa de Trabajo Asociado Alianza Empresarial

Juzgado de origen:

Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
DESISTIMIENTO TÁCITO / NO APLICA EN LOS PROCESOS EJECUTIVOS LABORAL / TAMPOCO LA PERENCIÓN.
La Corte Constitucional en sentencia C-868 de 3 de noviembre de 2010 con ponencia de la Magistrada María Victoria Calle Correa, después de definir el desistimiento tácito y la figura de la perención como mecanismos que operan en los procesos civil y de familia como una forma anormal de terminación del proceso, la cual se impone cuando se acredita la inactividad de las partes; señaló que en materia laboral para esos efectos, es decir, combatir la negligencia procesal de las partes y evitar la paralización de los procesos, el juez cuenta con las facultades conferidas en el artículo 48 del C.P.T. y de la S.S., y las que se desprenden de la figura de la contumacia prevista en el artículo 30 del mismo cuerpo normativo. (…)

Así las cosas, corresponde en estos casos al juez hacer uso de las facultades que en esencia se desprenden de la figura de la contumacia y como director del proceso debe adoptar las medidas necesarias para garantizar el respeto de los derechos fundamentales y el equilibrio de las partes, la agilidad y la rapidez del trámite.

En el anterior orden de ideas, no hay duda alguna en que en materia laboral no es posible aplicar las figuras procesales del desistimiento tácito y de la perención que operan en los procesos civiles y de familia; máxime cuando bien es sabido que las normas de carácter sancionatorio no son de aplicación extensiva.

SALA LABORAL
MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Pereira, treinta de noviembre de dos mil dieciocho
Acta número         de 30 de noviembre de 2018
En la fecha, la Sala de Decisión Laboral No 3 del Tribunal Superior de Pereira (Risaralda), procede a desatar el recurso de apelación presentado por la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A., contra el auto proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 9 de julio de 2018, dentro del proceso ejecutivo laboral que le promueve a la Cooperativa de Trabajo Asociado Alianza Empresarial.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

La Administradora de FP Porvenir S.A. instauró demanda ejecutiva –fls. 2 a 6- contra la Cooperativa de Trabajo Asociado Alianza Empresarial, solicitando el pago de $11.465.360 y $7.255.658 correspondientes a las cotizaciones a la seguridad social en pensiones dejadas de pagar con sus respectivos intereses de mora y por los que se causen a partir del requerimiento que en este sentido se hizo a la entidad ejecutada.
Fundamentó sus pretensiones en que el demandado no ha cumplido con la obligación consagrada en el artículo 22 de la Ley 100 de 1993 y demás normas concordantes, al dejar de efectuar el pago de su aporte y del aporte de sus trabajadores afiliados a la AFP correspondientes a los periodos discriminados en el título ejecutivo base de esta acción, razón por la cual adelantó las gestiones de cobro prejurídico, concediéndole el plazo de ley, sin que a la fecha, se haya satisfecho la  respectiva obligación.
La funcionaria de primer grado por medio de auto de 28 de marzo de 2011 –fls.34 a 35- libró mandamiento de pago tal como lo solicitó la entidad ejecutante, procediendo posteriormente a decretar las medidas cautelares consistentes en el embargo y secuestro de los dineros de propiedad de la ejecutada en varias entidades bancarias de la ciudad.

Notificada la ejecutada en debida forma, ésta guardó silencio durante el término que le fue conferido para pagar o proponer excepciones. El juzgado, luego de que la demandante presentara la liquidación del crédito de conformidad con lo dispuesto en el artículo 521 el Código de Procedimiento Civil, procedió a realizar sus propios cálculos, encontrando que la obligación hasta la fecha ascendía a la suma de $29.325.317, correspondientes a aportes pensionales insolutos e intereses moratorios: aprobado el crédito, las costas fueron fijadas y aprobadas en la suma de $1.930.000.

Posteriormente, la deuda fue reliquidada conforme lo dispuso el juez Segundo Laboral del Circuito de Descongestión, a quien, en virtud a los Acuerdos de Descongestión previstos para el Distrito Judicial de Pereira, le correspondió asumir el conocimiento de este asunto.

Una vez retornó el expediente al Juzgado de origen, este requirió a la parte ejecutante para que realizara las gestiones necesarias en orden a que se perfeccionaran las medidas decretadas; no obstante, pese a la labor de la entidad ejecutante no obtuvo resultados alguno en procura de aprisionar bienes con los cuales satisfacer la obligación.
Transcurrido más de un año del último requerimiento, el juzgado, en providencia de fecha 9 de julio de 2018, procedió a decretar el desistimiento tácito de la acción al advertir que en ese lapso la parte ejecutante no realizó ninguna gestión tendiente a impulsar el proceso, por lo que ordenó el archivo de la actuación, previa cancelación de la radicación en el sistema del Despacho.
Inconforme con la decisión, el fondo de pensiones interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación señalando que el desistimiento tácito no es una figura que opere en materia laboral, dado que esta área cuenta con sus propios mecanismos, como lo es la medida prevista en parágrafo del artículo 30 del CPT y SS, en que se requiere a la parte para que cumpla con el deber de impulsar el trámite, so pena de ordenar el archivo del expediente.
Para apoyar su descontento con la decisión, trajo a colación lo dispuesto por la Corte Constitucional en providencia de C-868 de 2010.
Mediante providencia de fecha 18 de julio de 2018, el Juzgado concedió el recurso de apelación, ante la decisión de mantener la orden de archivo del expediente, al considerar que ninguno de los argumentos expuestos por el recurrente tuvieron la entidad suficiente para modificarla, pues insiste que, como quiera que el asunto puesto a su conocimiento es una acción ejecutiva, esta se regula, en lo pertinente por el CPT y SS y  se debe acudir ante el vacío normativo al CGP que en su artículo 317 establece el desistimiento tácito como un medida a adoptar cuando el impulso procesal no está en manos del funcionario judicial, sino de las partes y estas omiten dicha obligación.

Encontrándose el expediente ante esta Corporación para resolver lo pertinente, es necesario tener en cuenta las siguientes
CONSIDERACIONES
Problema Jurídico
¿Puede hacerse uso de la figura del desistimiento tácito previsto en el Código General del Proceso, para archivar un proceso ejecutivo que ha permanecido inactivo por más de un año?

Para resolver el problema jurídico que se plantea, deben abordarse primero los siguientes aspectos.

1. DEL DESISTIMIENTO TÁCITO

La Corte Constitucional en sentencia C-868 de 3 de noviembre de 2010 con ponencia de la Magistrada María Victoria Calle Correa, después de definir el desistimiento tácito y la figura de la perención como mecanismos que operan en los procesos civil y de familia como una forma anormal de terminación del proceso, la cual se impone cuando se acredita la inactividad de las partes; señaló que en materia laboral para esos efectos, es decir, combatir la negligencia procesal de las partes y evitar la paralización de los procesos, el juez cuenta con las facultades conferidas en el artículo 48 del C.P.T. y de la S.S., y las que se desprenden de la figura de la contumacia prevista en el artículo 30 del mismo cuerpo normativo.
Indicó la Alta Magistratura que: “En el caso del proceso laboral, si bien al juez no le es permitido el inicio oficioso de los procesos porque cada uno de ellos requiere de un acto de parte, (la presentación de la demanda), una vez instaurada, el juez debe tramitar el proceso hasta su culminación, y si una de las partes o ambas dejan de asistir a las audiencias, no por ello se paraliza el proceso, pues el juez debe adelantar su trámite hasta fallar. En tal proceso, el legislador optó por dotar al juez de amplísimos poderes como director del mismo y complementariamente estatuir la figura de la contumacia con un triple efecto: (i) evitar la paralización del proceso en unos casos, (ii) proceder al archivo del proceso en otros, (iii) continuar con el trámite de la demanda principal; y (iv) asegurar que la protección de los derechos de los trabajadores no se postergue indefinidamente por la falta de actuación del empleador demandado.”.
Así las cosas, corresponde en estos casos al juez hacer uso de las facultades que en esencia se desprenden de la figura de la contumacia y como director del proceso debe adoptar las medidas necesarias para garantizar el respeto de los derechos fundamentales y el equilibrio de las partes, la agilidad y la rapidez del trámite.
En el anterior orden de ideas, no hay duda alguna en que en materia laboral no es posible aplicar las figuras procesales del desistimiento tácito y de la perención que operan en los procesos civiles y de familia; máxime cuando bien es sabido que las normas de carácter sancionatorio no son de aplicación extensiva.

2. CASO CONCRETO

De acuerdo con lo acontecido en el presente trámite ejecutivo se tiene que en este se encuentran surtidas todas las etapas procesales y sólo queda pendiente el pago del crédito, respecto al cual el Juzgado ha requerido en varias ocasiones a la entidad ejecutante con el fin de que realice las gestiones necesarias para lograr el perfeccionamiento de las medias cautelares decretadas o busque otros bienes con los cuales se pueda cubrir la obligación.

Dicha solicitud fue atendida por el fondo de pensiones en varias oportunidades informando que desconoce de la existencia de bienes a nombre de la CTA accionada que puedan ser objeto de medidas cautelares; respuestas que no fueron óbice para que el Despacho dispusiera el archivo del expediente dando aplicación al artículo 317 del CGP, por la inactividad de la parte ejecutante.

Como viene de explicarse con antelación, resulta evidente que la decisión del juzgado no resulta acorde con lo adoctrinado por la Corte Constitucional, en el sentido de que en materia laboral no es aplicable la figura del desistimiento tácito, pues para impulsar el proceso, el legislador en el artículo 48 de CPT y SS, dotó de amplias facultades al juez laboral, dentro de las cuales, cabe precisar, que el archivo del expediente, solo lo contempló para el caso de no procurarse la notificación del auto admisorio de demanda o del mandamiento ejecutivo, en un periodo superior a seis (6) meses.
Como puede observarse ninguna de esta situaciones acontece en el presente asunto, es decir, no se trata de un proceso donde no se ha trabado la litis, ni el juzgado de oficio puede impulsar la actuación, pues las medidas cautelares deben ser solicitas por el ejecutante, por lo tanto, contrario al querer del juzgado el proceso debe continuar aunque en estado inactivo, a la espera de la identificación de bienes que puedan ser aprehendidos para satisfacer la obligación, carga que si bien le compete al fondo, su incumplimiento no puede acarrearle perjuicios diferentes a la imposibilidad de cobro efectivo de su crédito, pues es claro que nadie puede ser obligado a lo imposible bajo el apremio de sanciones no previstas en la Ley.
Y es que no puede concebirse que el Juzgado se valga de la remisión normativa contenida en el artículo 145 del CPT y SS para imponer una sanción, como el archivo definitivo del proceso en cualquier etapa procesal, sin siquiera considerar que los derechos y obligaciones que se reclaman ante la jurisdicción laboral tienen el carácter de sociales, pues derivan de las normas sustantivas del trabajo o de la seguridad social y por ser derechos irrenunciables la legislación no previó que el desistimiento tácito procediera en esta especialidad.
En el anterior orden de ideas, la decisión de primer grado será revocada, para en su lugar ordenar al juzgado de conocimiento continuar con el trámite del presente proceso ejecutivo.
Sin costas en esta instancia, dado que no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No 3 del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, 

RESUELVE

PRIMERO.  REVOCAR el auto proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el 9 de julio de 2018.

SEGUNDO. ORDENAR al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira continuar con el trámite que corresponda adelantar dentro a la acción ejecutiva iniciada por la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. en contra de la COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO ALIANZA EMPRESARIAL.
Sin costas en esta Sede.
Notifíquese, 
Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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